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Magistrado Ponente:                 
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IMPROCEDENCIA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DESPUES DE CUMPLIDA LA EDAD MÍNIMA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ. “[E]l demandante no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, pues dentro de los 3 años anteriores a la estructuración de la invalidez acumula cero (0) semanas cotizadas al sistema general de pensiones. Tampoco resultaría viable conceder la pensión de invalidez en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, por el tránsito normativo entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 860 de 2003, pues el señor Vera Parra no estaba activo como cotizante para el momento en que se estructuró la invalidez y no tiene cotizadas 26 semanas dentro del año anterior a dicha fecha, pues en ese lapso tampoco tiene cotizaciones al sistema. Ahora bien, si fuera del caso remitirse a lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, tampoco habría lugar a reconocer la pensión de invalidez solicitada, pues si bien el demandante tiene cotizadas antes del 1º de abril de 1994, 500.14 semanas al régimen de prima media con prestación definida, lo cierto es que para el 6 de agosto de 2006, fecha en que se fijó la estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del 70.39%, contaba exactamente con 64 años 1 meses y 23 días, por lo que, según lo dispuesto en el artículo 9º del citado acuerdo, el derecho que tiene no corresponde a una pensión, sino a una indemnización sustitutiva. En este punto es del caso hacer notar que de haber acreditado el señor Hernando Vera Parra la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003 o en la Ley 100 de 1993 en su estado original en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, tampoco habría lugar a reconocer la pensión de invalidez que solicita, pues por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, también resulta aplicable en estos casos lo dispuesto en el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, como se dijo precedentemente.”.
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AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, dieciocho de enero de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 27 de agosto de 2015, dentro del proceso que promueve el señor HERNANDO VERA PARRA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00222-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Hernando Vera Parra que la justicia laboral declare tiene derecho a la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 6 de agosto de 2006, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: La Junta de Calificación Nacional de Invalidez emitió dictamen el 10 de abril de 2014 calificándolo con una pérdida de la capacidad laboral del 70.39%, estructurada el 6 de agosto de 2006 y de origen común; antes del 1º de abril de 1994 cotizó 500.14 semanas al sistema general de pensiones; el 29 de mayo de 2014 solicitó el reconocimiento de la pensión de invalidez, la cual fue negada a través de la resolución Nº GNR 325982 de 18 de septiembre de 2014, al no contar con la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003.

El 22 de julio de 2015 el demandante presentó escrito reformando la demanda, solicitando el reconocimiento de la pensión de invalidez aplicando el principio de la condición más beneficiosa en la forma establecida por la Corte Constitucional y agregando a los hechos que esa Alta Corporación ha aplicado en casos como el presente el Acuerdo 049 de 1990 a pesar de que la invalidez se haya estructurado en vigencia de la Ley 860 de 2003, citando como ejemplo de ello la sentencia T-235 de 2015.

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito en auto de 24 de julio de 2015 tuvo por no contestada la demanda, motivo por el que le aplicó a Colpensiones las sanciones procesales en el artículo 31 del C.P.T. y de la S.S., y posteriormente corrió traslado de la mencionada reforma.

Dentro del término concedido, la Administradora Colombiana de Pensiones contestó la reforma de la demanda –fls.56 a 60- aceptando el contenido de la resolución Nº GNR 325982 de 2014 y del dictamen de la pérdida de la capacidad laboral emitido por la Junta de Calificación Nacional de Invalidez, así como la densidad de semanas cotizadas por el actor. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertas o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Exoneración de condena en costas por buena fe” y “Prescripción”. 

En sentencia de 27 de agosto de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Hernando Vera Parra no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama, por cuanto no cumple con la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003, ni con las semanas exigidas para esos efectos en la Ley 100 de 1993 en su versión original, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa en la forma establecida por la Sala de Casación Laboral. Señaló también que si se diera aplicación al Acuerdo 049 de 1990, tampoco habría lugar a reconocer la pensión de invalidez, por cuanto el estado de invalidez del actor se consolidó en el año 2006 cuando ya no estaba cubierto por ese riesgo al tener más de 60 años de edad, cuando solo lo cubría el riesgo por vejez.

Por los motivos expuestos negó la totalidad de las pretensiones contenidas en la demanda.

Inconforme con la decisión, el señor Hernando Vera Parra interpuso recurso de apelación insistió en que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita, por cuanto cumple con los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990 en aplicación del principio de la condición más beneficiosa en los términos establecidos por la Corte Constitucional.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente 
PROBLEMA JURIDICO:
¿Tiene derecho el señor Hernando Vera Parra a que se le reconozca la pensión de invalidez que solicita?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. PENSION DE INVALIDEZ EN TRANSITO DE LA LEY 100 DE 1993 ORIGINAL A LA LEY 860 DE 2003.

Siguiendo la línea trazada por la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 25 de julio de 2012 radicación Nº 38.674, SL 13883 de 2014, SL 14842 de 2014 y más recientemente en la SL 3186 de 18 de marzo de 2015 radicación Nº 46.635 ésta última con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, en relación con las personas que fallecen en vigencia de la ley 860 de 2003, cuando se quiere la aplicación de la ley 100 de 1993 original, resulta viable el otorgamiento pensional, siempre que el afiliado para el momento en el que se estructuró su invalidez se encuentre cotizando y acredite 26 semanas cotizadas en cualquier tiempo o, en el evento de no estar activo como cotizante para ese momento, tenga 26 semanas de aportes dentro del año inmediatamente anterior a la fecha en que se produjo la estructuración de la invalidez y adicionalmente registre otras 26 semanas consignadas en el año anterior a la entrada en vigencia de la mencionada Ley, que comenzó a regir el 29 de diciembre de 2003.

2. IMPROCEDENCIA DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ DESPUES DE CUMPLIDA LA EDAD MÍNIMA PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ.
Establece el artículo 31 de la Ley 100 de 1993 que el régimen de prima media con prestación definida es aquél mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización previamente definidas, siendo aplicable a este régimen las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones), con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esa Ley.

En ese contexto, para analizar la viabilidad de reconocer la pensión de invalidez dentro del régimen de prima media con prestación definida, es necesario remitirse al artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, aplicable por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, el cual prevé que el afiliado que sin tener derecho a la pensión de vejez, se invalide después de alcanzar las edades que se señalan para adquirir ese derecho, se le otorgará la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.
Bajo tales parámetros, esta Sala de Decisión desde sentencia de 13 de abril de 2007, reiterada en providencia de 10 de diciembre de 2015 dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones con radicación Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01 determinó que es improcedente reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues como atrás quedó visto, la consecuencia jurídica prevista en la legislación en estos casos, no consiste en la concesión de una pensión sino de una indemnización sustitutiva.
Es que precisamente, la edad para adquirir la pensión de vejez no se encuentra establecida caprichosamente por el legislador, sino que es aquella en que se ha considerado que el común de las personas han perdido o empiezan a perder en buena parte su capacidad laboral. De allí que, si al arribo por los afiliados a esa edad, no han reunido el número de semanas necesarias para pensionarse por vejez, la prestación que corresponde es la indemnización sustitutiva por ese riesgo, lo que de paso pone en evidencia la imposibilidad de aceptar que una pérdida de la capacidad laboral, posterior a ese momento, pueda ser reconocida como generadora de una pensión de invalidez, pues, si se piensa bien, de hacerlo, en la práctica ello implicaría el desaparecimiento de la indemnización sustitutiva de vejez, pues a las personas que se encontraren en esas circunstancias, les bastaría pedir la valoración de su pérdida de capacidad laboral, que a esas edades seguramente será superior al 50%, para a renglón seguido exigir el reconocimiento de su pensión de invalidez.
Desde otra perspectiva, de aceptarse el reconocimiento de pensiones de invalidez en casos como el presente, se atentaría de manera grave contra el principio de sostenibilidad financiera del sistema, toda vez que bastaría que cualquier persona con quebrantos de salud después de cumplida la edad requerida para pensionarse por vejez, hiciera cotizaciones al sistema superiores a 50 semanas y dentro de los tres años siguientes pidiera la valoración de su pérdida de capacidad, para obtener del sistema una pensión, que de haber sido fiel con el sistema le hubiera requerido hacer aportes superiores a las 1.000 semanas.
EL CASO CONCRETO

Para resolver el problema jurídico que se plantea en esta instancia, esto es, si hay lugar a reconocer a favor del señor Hernando Vera Parra la pensión de invalidez que reclama, se deben tener en cuenta los siguientes aspectos: i) Él nació el 13 de junio de 1942, pues de ello da fe la copia de la cédula de ciudadanía –fl.15-; ii) La Junta Nacional de Calificación de Invalidez en dictamen emitido el 10 de abril de 2014 –fl.16 a 19- determinó que el demandante tenía una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 70.39%% de origen común y estructurada el 6 de agosto de 2006; iii) Según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.7 a 10 del cuaderno de 2ª instancia- él tiene cotizadas al sistema general de pensiones 500.14 semanas, todas ellas consignadas antes del 1º de abril de 1994.

De conformidad con lo expuesto, se tiene que el demandante no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, pues dentro de los 3 años anteriores a la estructuración de la invalidez acumula cero (0) semanas cotizadas al sistema general de pensiones. Tampoco resultaría viable conceder la pensión de invalidez en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, por el tránsito normativo entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 860 de 2003, pues el señor Vera Parra no estaba activo como cotizante para el momento en que se estructuró la invalidez y no tiene cotizadas 26 semanas dentro del año anterior a dicha fecha, pues en ese lapso tampoco tiene cotizaciones al sistema.

Ahora bien, si fuera del caso remitirse a lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, tampoco habría lugar a reconocer la pensión de invalidez solicitada, pues si bien el demandante tiene cotizadas antes del 1º de abril de 1994, 500.14 semanas al régimen de prima media con prestación definida, lo cierto es que para el 6 de agosto de 2006, fecha en que se fijó la estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del 70.39%, contaba exactamente con 64 años 1 meses y 23 días, por lo que, según lo dispuesto en el artículo 9º del citado acuerdo, el derecho que tiene no corresponde a una pensión, sino a una indemnización sustitutiva.
En este punto es del caso hacer notar que de haber acreditado el señor Hernando Vera Parra la densidad de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003 o en la Ley 100 de 1993 en su estado original en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, tampoco habría lugar a reconocer la pensión de invalidez que solicita, pues por remisión del artículo 31 de la Ley 100 de 1993, también resulta aplicable en estos casos lo dispuesto en el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, como se dijo precedentemente.

Finalmente frente a la solicitud de la parte actora concerniente en aplicar de manera obligatoria la sentencia T-235 de 30 de abril de 2015 proferida por la Corte Constitucional, resulta oportuno recordar que la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, manifestó:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

De allí que, al no tener la sentencia T-235 de 2015 efectos erga omnes y considerar la Sala que es del caso seguir la jurisprudencia de la Sala Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 27 de agosto de 2015.
Es que adicionalmente nótese que la Corte Constitucional en esa y en las demás sentencias de tutela no ha considerado que el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990 sea inconstitucional por acción o por excepción de inconstitucionalidad, lo que permite su aplicación en este tipo de procesos.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 27 de agosto de 2015.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 27 de agosto de 2015.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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